
FORMATO PQRSD

Código: CCE-REC-FM-17

Versión: 02 DEL 31 DE AGOSTO DE 2023

VERSIÓN: 02 CÓDIGO: CCE-REC-FM-17 FECHA: 31 DE AGOSTO  2023   PÁGINA 1 DE 9

Bogotá D.C., 20 Febrero 2024

Señora

Steffany Paola Wilches Plata

Steffany.wilches@gmail.com

Santa Marta, Magdalena.

Temas: OBLIGACIONES REGIMEN PÚBLICO  –   EMPRESAS DE 

SERVICIOS PÚBLICAS MIXTAS  –  Entidades estatales/  

Definición  –  Finalidad  –   C apacidad contractual / 

CONTRATACIÓN ESTATAL  –  Capacidad  –  Régimen de 

contratación  –  Normas aplicables  –  Régimen Privado  –  

Obligaciones régimen público – Capacidad financiera.

Radicación: Respuesta a consulta con radicado No. P20240113000293

Estimada señora Steffany: 

En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, 

del Decreto Ley 4170 de 2011,   así como lo establecido en la Resolución 1707 de 2018 

expedida por esta Entidad,  la Agencia Nacional de Contratación Pública  –  Colombia 

Compra Eficiente responde su solicitud del 12 de septiembre de 2023. En dicha petición 

usted manifiesta lo siguiente:

“ 1 .  Solicito amablemente se me brinde información sobre  cuales  son las normas 

aplicables a  las empresa  de servicios públicos mixtas en materia contractual, 

bajo el entendido de su régimen privado. Así mismo sobre  cuales  son las normas 

en dicha materia que les aplican actualmente y que obligaciones tienen iguales 

a lasentidades de regimen público

2.  Es posible en un proceso de contratación bajo la modalidad de convocatoria 

pública de  regimen  privado, no exigir requisitos de capacidad financiera y 

organizacional?”

 De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene 

competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general 

en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares 

desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a 

Colombia Compra Eficiente como una autoridad  para solucionar problemas jurídicos 

particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta 

entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una 
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instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o 

de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación 

de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, 

ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 

La Agencia Nacional de Contratación Pública  –  Colombia Compra Eficiente se 

pronunció sobre las definiciones para la correcta aplicación e interpretación del régimen 

de  Contratación  en los conceptos 4201912000004354  – radicado de salida 

2201913000006639 –  del 9 de septiembre de 2019 y 4201913000007243  – radicado de 

salida 2201913000008999 –  del 5 de diciembre de 2019 y C-307 de 18 de junio de 2021. 

Así mismo, se pronunció sobre el régimen contractual de las empresas prestadores de 

servicios públicos mixtas en los  Conceptos C-027 del 23 de enero de 2020, C-032 del 19 

de febrero de 2020, C-053 del 9 de marzo de 2021, C-072 del 16 de marzo de 2021, C-077 

del 16 de marzo de 2021, C-218 del 14 de mayo de 2021, C-290 del 15 de junio de 2021, 

C-163 del 29 de marzo de 2022, C-651 del 07 de octubre de 2022, C-071 del 28 de marzo 

de 2023, C-259 del  04 de julio de 2023  –  143 de septiembre de 2023 y  C-435 de octubre 

de  2023.

La jurisprudencia del Consejo de Estado se ha pronunciado sobre la combinación 

de ordenamientos que confluyen en el régimen contractual de las entidades excluidas del 

Estatuto General de Contratación y ha considerado que el régimen sustantivo del contrato 

- derecho privado- no desvanece el sometimiento de la Administración al principio de 

legalidad y al respeto por los derechos fundamentales. Así, por ejemplo, en la actividad 

precontractual de estas entidades, aun cuando se aplican normas de derecho privado, 

también se aplican los principios de la función administrativa, situación que puede derivar 

en la expedición de verdaderos actos administrativos que se someten al cumplimiento del 

ordenamiento jurídico y, en consecuencia, son controlables por el juez administrativo, como 

toda la actividad de la Administración Pública.

El artículo 14 de la Ley 142 de 1994 que contiene definiciones para la correcta aplicación 

e interpretación del régimen de servicios públicos domiciliarios. Esta norma define las 

empresas prestadoras de servicios públicos oficial, mixta y privada en los siguientes 

términos: 

“ 14.5. Empresa de servicios públicos oficial. Es aquella en cuyo capital la Nación, 

las entidades territoriales, o las entidades descentralizadas de aquella o estas 

tienen el 100% de los aportes.

14.6. Empresa de servicios públicos mixta. Es aquella en cuyo capital la Nación, 

las entidades territoriales, o las entidades descentralizadas de aquella o éstas 

tienen aportes iguales o superiores al 50%. 
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14.7. Empresa de servicios públicos privada. Es aquella cuyo capital 

pertenece   mayoritariamente   a particulares, o a entidades surgidas de convenios 

internacionales que deseen someterse íntegramente para estos efectos a las 

reglas a las que se someten los particulares”. 

[ … ]el análisis de esta norma se concluye que:  “ si la participación estatal en una 

sociedad de economía mixta es superior al cincuenta por ciento (50%) de su 

capital, ya no le aplica el derecho privado, como es la regla general, sino el 

Estatuto General de Contratación de la Administración Pública ” . Es claro, 

entonces, que las sociedades de economía mixta con participación estatal 

superior al cincuenta por ciento (50%) se rigen en materia contractual por la Ley 

80 de 1993, de acuerdo con la libertad de configuración del legislador en la 

materia. 1

 Las entidades partícipes del sistema de compras públicas que el legislador había 

excluido de la Rama Ejecutiva a las empresas de servicios públicos mixta  – capital público 

superior al 50% –  y las  pr i vadas   – capital público inferior al 50% – . Sin embargo, la Corte 

Constitucional determinó que tanto las empresas de servicios públicos mixta como las 

privadas hacían parte de la Rama Ejecutiva, toda vez que el literal g) del artículo 38, numeral 

2 de la Ley 489 de 1998 dice en su literal g)  “ Las demás entidades administrativas 

nacionales con personería jurídica que cree, organice o autorice la ley para que formen 

parte de la Rama Ejecutiva del Poder Público”.

 La Corte Constitucional, además de señalar la pertenencia a la Rama Ejecutiva de 

las empresas de servicios públicos mixtas y privadas, sostuvo que se trataba de entidades 

descentralizadas por servicios, en los términos del artículo 68 de la Ley 489 de 1998: 

“ Nótese cómo una empresa de servicios públicos privada es aquella que 

mayoritariamente pertenece a particulares, lo cual a contrario sensu, significa 

que minoritariamente pertenece al Estado o a sus entidades. Y que una empresa 

de servicios públicos mixta es aquella en la cual el capital público es igual o 

superior al cincuenta por ciento (50%), lo cual significa que minoritariamente 

pertenece a particulares. Así las cosas, una y otra se conforman con aporte de 

capital público, por lo cual su exclusión de la estructura de la Rama Ejecutiva y 

de categoría jurídica denominada  “ entidades descentralizadas ”  resulta 

constitucionalmente cuestionable, toda vez que implica, a su vez, la exclusión de 

1   1   Así lo ha reconocido la doctrina en la materia, al afirmar:  “ El modelo que se adoptó en la Constitución de 1991 para los servicios 

públicos se caracteriza por la liberalización de su prestación, por un fuerte poder del Estado para intervenir en ellos y por la adopción de 

instituciones para lidiar con los principales problemas que respecto de las tarifas enfrentaron históricamente estos servicios: la interferencia 

política en su fijación y el abuso por parte de los prestadores de su posición cuando no tienen suficiente competencia en sus mercados.

Como base del modelo de liberalización, la Constitución removió las barreras jurídicas de entrada a la prestación de los servicios 

públicos y estableció como regla general que ellos  “ podrán ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades organizadas 

o por particulares” […].

Al establecer esta libertad de entrada, la Constitución abrió la puerta para romper con el modelo de prestación basado 

exclusivamente en los monopolios estatales que estuvo vigente por más de medio siglo. Y aunque bajo la Constitución de 1991 es posible aún 

la creación de monopolios de derecho para los servicios públicos, para ello deben cumplirse procedimientos muy exigentes desde el punto de 

vista político y jurídico: debe hacerse mediante una ley de iniciativa gubernamental aprobada por ambas cámaras del Congreso y, en todo caso, 

puede ocurrir solo mediando indemnización previa y plena ”  (NÚÑEZ  FORERO, Felipe. Servicios públicos domiciliarios, telecomunicaciones e 

infraestructura (instituciones, regulación y competencia). Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2017. p. 43).
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las consecuencias jurídicas derivadas de tal naturaleza jurídica, dispuestas 

expresamente por la Constitución.

No obstante, la Corte observa que una interpretación armónica del literal d) del 

artículo 38 de la Ley 489 de 1998, junto con el literal g) de la misma norma, 

permiten entender que la voluntad legislativa no fue excluir a las empresas de 

servicios públicos mixtas o privadas de la pertenencia a la Rama Ejecutiva del 

poder público. […]

Nótese como en el literal d) el legislador incluye a las  “ demás entidades 

nacionales con personería jurídica que creen organice o autorice la ley para que 

formen parte de la Rama Ejecutiva del Poder Público ” , categoría dentro de la 

cual deben entenderse incluidas las empresas de servicios públicos mixtas o 

privadas, que, de esta manera, se entienden como parte de la Rama Ejecutiva 

en su sector descentralizado nacional.

Así las cosas, de cara a la constitucionalidad del artículo 38 de la Ley 489 de 

1998, y concretamente de la expresión  “ las empresas oficiales de servicios 

públicos domiciliarios ”  contenida en su literal d), la Corte declarará su  

exequibiliad , por considerar que dentro del supuesto normativo del literal g) se 

comprenden las empresas mixtas o privadas de servicios públicos, que de esta 

manera viene a conformar también la Rama Ejecutiva del poder público.

[…]

Obsérvese que si bien sólo considera explícitamente como entidades 

descentralizadas a las empresas oficiales de servicios públicos, es decir a 

aquellas con un capital cien por ciento (100%) estatal, lo cual haría pensar que 

las mixtas y las privadas no ostentarían esta naturaleza jurídica, a continuación 

indica que también son entidades  descentralizadas  “ las demás entidades 

creadas por la ley o con su autorización, cuyo objeto principal sea el ejercicio de 

funciones administrativas, la prestación de servicios públicos o la realización de 

actividades industriales o comerciales con personería jurídica, autonomía 

administrativa y patrimonio propio ”  (Subraya la Corte). Así las cosas, de manera 

implícita incluye a las empresas de servicios públicos mixtas o privadas como 

entidades descentralizadas, por lo cual la Corte no encuentra obstáculo para 

declarar su constitucionalidad”7

En esta providencia también se hace una aclaración que resulta importante:  “ las 

empresas prestadoras de servicios públicos, de carácter mixto, no deben ser consideradas 

como sociedades de economía mixta ” . La anterior conclusión fue fundamentada sobre la 

idea del carácter o naturaleza especial que la Constitución les dio a las empresas de 

servicios públicos:

“ No obstante, después de haber estudiado los conceptos de sociedad de 

economía mixta y de empresa de servicios públicos, la Corte estima que la 

naturaleza y el régimen jurídico especial de la prestación de los servicios 

públicos dispuesto por el constituyente de la Carta impiden considerar que las 

empresas de servicios públicos constituidas bajo la forma de sociedades por 

acciones, en las cuales concurran en cualquier proporción el capital público y el 
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privado, sean  “ sociedades de economía mixta ” , A juicio de la Corporación, y por 

lo dicho anteriormente, se trata de entidades de tipología especial expresamente 

definida por el legislador en desarrollo de las normas superiores antes 

mencionadas, que señalan las particularidades de esta actividad.

[…]

Al parecer la Corte, la interpretación según la cual las empresas de servicios 

públicos son sociedades de economía mixta resulta contraria a la Constitución. 

Ciertamente, según se dijo arriba, del artículo 365 superior se desprende que 

régimen y la naturaleza jurídica de los prestadores de servicios públicos es 

especial; además, del numeral 7° del artículo 150 de la Carta, se extrae que el 

legislador está constitucionalmente autorizado para crear o autorizar la creación 

de ”  otras entidades del orden nacional  “ , distintas de los establecimientos 

públicos, las empresas comerciales e industriales del Estado y las Sociedades 

de economía mixta”2.

Así las cosas, es preciso afirmar que las empresas de servicios públicos tienen una 

naturaleza jurídica especial que viene dada directamente por el artículo 356 de la 

Constitución Política. El hecho de que su composición accionaria esté compartida por 

recursos públicos tiene su clasificación propia dependiendo de la  composición de su capital 

accionario: empresas de servicios públicos oficiales, mixtas y privadas. Ahora, sin importar 

su clasificación, todas hacen parte de la Rama ejecutiva, del sector descentralizado por 

servicios. 

Una vez expuesta la naturaleza jurídica de las empresas prestadoras de servicios 

públicos  mixtos , teniendo en cuenta el objeto de la consulta, a continuación, se procede a 

explicar el régimen contractual que les aplica. 

En cuanto a las obligaciones de las empresas de servicios públicos mixtas,  

Artículo 13. PRINCIPIOS GENERALES DE LA ACTIVIDAD CONTRACTUAL 

PARA ENTIDADES NO SOMETIDAS AL ESTATUTO GENERAL DE 

CONTRATACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. Las entidades estatales 

que por disposición legal cuenten con un régimen contractual excepcional al del 

Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, aplicarán en 

desarrollo de su actividad contractual, acorde con su régimen legal especial, los 

principios de la función administrativa y de la gestión fiscal de que tratan los 

artículos 209 y 267 de la Constitución Política, respectivamente según sea el 

caso y estarán sometidas al régimen de inhabilidades e incompatibilidades 

previsto legalmente para la contratación estatal.

En desarrollo de los anteriores principios, deberán publicar los documentos 

relacionados con su actividad contractual en el Sistema Electrónico para la 

Contratación Pública  – SECOP II –  o la plataforma transaccional que haga sus 

veces. Para los efectos de este artículo, se entiende por actividad contractual los 

2 Ibid.
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documentos, contratos, actos e información generada por oferentes, contratista, 

contratante, supervisor o interventor, tanto en la etapa precontractual, como en 

la contractual y la postcontractual.

A partir de la  entrada en vigencia  de la presente Ley, se establecerá un periodo 

de transición de seis (6) meses, para que las entidades den cumplimiento 

efectivo a lo aquí establecido”. [Énfasis fuera de texto].

Como puede observarse, aunque la publicación en el SECOP de los 

documentos relacionados con la actividad contractual ya era obligatoria para

las entidades que cuentan con un régimen especial, el artículo 53 de la Ley 

2195 de 2022 –que modifica el artículo 13 de la Ley 1150 de 2007– 

establece con mayor precisión esta obligación y la complementa con la 

exigencia de emplear el SECOP II. En otras palabras, a través del artículo 

53 de la Ley 2195 de 2022, el Congreso de la República dispone que las 

entidades estatales exceptuadas del EGCAP deben publicar en el SECOP 

II –es decir en la plataforma transaccional vigente– su actividad contractual.

De lo expuesto en los considerandos de este concepto, de cara a la consulta 

planteada acerca de la obligación de publicación de las empresas de servicios   públicos  mixt 

a s , se concluye que estas empresas, independientemente de que el régimen contractual 

que les aplica sea el derecho privado, deben publicar su actividad en el SECOP II o  en  la 

plataforma transaccional que haga sus veces, de acuerdo con lo establecido en el artículo 

53 de la Ley 2195 de 2022. La disposición citada no consagra ninguna excepción respecto 

a su aplicación, por lo cual todas las entidades que no se encuentran sometidas al EGCAP 

deberán cumplir con el deber de publicación analizado en el presente concepto, sin que 

sea posible modular sus efectos.   

La anterior conclusión se refuerza si se tiene en cuenta que, de conformidad con el 

literal e) del artículo 9 y el literal g) del artículo 11 de la Ley 1712 de 2014, desarrollados en 

el artículo 7 del Decreto 103 de 2015  – compilado en el artículo 2.1.1.2.1.7. del Decreto 1081 

de 2015 – a los cuales se ha hecho mención en el presente concepto, las entidades estatales 

– incluidas las que se rigen generalmente por el derecho privado en materia contractual – , 

al ser  sujetos obligados  a garantizar el derecho de acceso a la información y a los 

documentos públicos, deben publicar en el SECOP los documentos relacionados con su 

gestión contractual.

Para responder el segundo interrogante es necesario precisar que,  en múltiples 

conceptos de esta Agencia los  requisitos habilitantes  se han delimitado como aquellas 

exigencias de participación en los procedimientos de selección que están previstas en 

disposiciones normativas de carácter legal o reglamentario, o contenidas en el respectivo 

acto administrativo que regula las reglas de la convocatoria, es decir, en el pliego de 

condiciones o el documento equivalente a este. Se diferencian de los  criterios de evaluación  

-también conocidos como  criterios de calificación - en que estos son los factores definidos 
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por la Entidad Estatal para la asignación de puntaje en el momento de la comparación de 

las ofertas, y que, a partir de su ponderación, permiten establecer el orden de elegibilidad 

y, de ahí, la propuesta ganadora.

En este sentido, los requisitos habilitantes, si bien constituyen obligaciones que los 

proponentes deben cumplir y acreditar para participar en el procedimiento de selección, no 

se valoran con un puntaje que determine el orden de escogencia, sino que se analizan como 

criterios previos a la evaluación en sentido estricto, de  manera que quienes no los reúnan 

no pueden continuar en el procedimiento de selección, o sea, incurren en causal de rechazo. 

Esto, sin perjuicio del derecho que tienen los oferentes de subsanar los defectos que se 

presenten en la prueba de tales requisitos, de conformidad con el artículo 5, parágrafos 1º 

al 4º, de la Ley 1150 de 2007.

El mencionado artículo dispone que se considera  “ objetiva la selección en la cual la 

escogencia se haga al ofrecimiento más favorable a la entidad y a los fines que ella busca, 

sin tener en consideración factores de afecto o de interés y, en general, cualquier clase de 

motivación subjetiva ” . En ese contexto, los factores de escogencia y calificación que 

establezcan las entidades en los pliegos de condiciones o sus documentos equivalentes 

deberán tener en cuenta, entre otras cuestiones, los criterios establecidos en dicha 

disposición.

Específicamente, el numeral 1º del artículo referido establece que en los procesos 

de selección de contratistas serán objeto de verificación, como requisitos habilitantes,  entre 

otros , los siguientes: i) la capacidad jurídica;  ii ) la experiencia;  iii ) la capacidad financiera; 

y iv) la capacidad de organización. En efecto, la normativa citada dispone:

“Artículo 5. De la Selección Objetiva. 

[…]

1. La capacidad jurídica y las condiciones de experiencia, capacidad financiera 

y de organización de los proponentes serán objeto de verificación de 

cumplimiento como requisitos habilitantes para la participación en el proceso de 

selección y no otorgarán puntaje, con excepción de lo previsto en el numeral 4 

del presente artículo. La exigencia de tales condiciones debe ser adecuada y 

proporcional a la naturaleza del contrato a suscribir y a su valor. La verificación 

documental de las condiciones antes señaladas será efectuada por las Cámaras 

de Comercio de conformidad con lo establecido en el artículo 6 de la presente 

ley, de acuerdo con lo cual se expedirá la respectiva certificación […]”.

Una vez fijados los requisitos habilitantes por la Entidad Estatal, quienes 

presenten ofertas deben  acreditar  que cumplen con los mismos, pues, en el evento 

contrario, las propuestas deberán ser rechazadas.

El  principio de autonomía de la voluntad , reconocido en los artículos 13, 32 y 40 de 

la Ley 80 de 1993 para las entidades sometidas a esta, y en el artículo 1602 del Código 

Civil, para las exceptuadas de aquella, actúa entonces como el fundamento normativo que 
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otorga a las entidades estatales competencia para  que puedan solicitar requisitos 

habilitantes adicionales o diferentes a los establecidos en el numeral 1º del artículo 5 de la 

Ley 1150 de 2007. En realidad, lo que este numeral establece es una limitación a la 

discrecionalidad administrativa para la estipulación de los requisitos de participación, bajo 

la óptica de que, si se incluyen los que aquel prevé, por regla general, no otorgan puntaje; 

pero tal enunciado no ha de interpretarse en el sentido de que las entidades solo pueden 

exigir, única y exclusivamente, dichos requisitos habilitantes. Esto en la medida en que 

además de los argumentos ya planteados, esa lectura negaría la autonomía reconocida en 

el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública a los órganos del Estado 

para confeccionar el pliego de condiciones o los documentos equivalentes y, 

específicamente, para definir los requisitos que deben reunir los oferentes, según los 

factores advertidos durante los estudios previos, en armonía con los principios de legalidad 

y proporcionalidad.3

Considerando la discrecionalidad para establecer requisitos habilitantes, es 

necesario tener en cuenta que  el artículo 44 de la Ley 1437 de 2011  – aplicable en los 

procedimientos contractuales en virtud del artículo 77 de la Ley 80 de 1993 –  dispone que 

“ En la medida en que el contenido de una decisión de carácter general o particular sea 

discrecional, debe ser adecuada a los fines de la norma que la autoriza, y proporcional a 

los hechos que le sirven de causa ” . Dado lo anterior, para efectos de configurar otra clase 

de requisitos habilitantes, la Entidad Estatal tiene la carga de justificar en los estudios 

previos y análisis del sector del  proceso de selección su procedencia, de conformidad con 

el artículo 2.2.1.1.1.6.2 del Decreto 1082 de 2015.

Recuérdese que esta Agencia ha indicado que las Entidades Estatales al momento 

de realizar sus Procesos de Contratación, podrán establecer reglas que les permitan 

conocer que el proponente a contratar cuenta con el cumplimiento de dicho requisito e 

3 3 Ley 1150 de 2007: “Artículo 6. De la verificación de las condiciones de los proponentes.

[…]

“6.1. […]

“ El certificado de Registro Único de Proponentes será plena prueba de las circunstancias que en ella se hagan constar y que hayan 

sido verificadas por las Cámaras de Comercio. En tal sentido, la verificación de las condiciones establecidas en el numeral 1 del artículo 5 de la 

presente ley, se demostrará exclusivamente con el respectivo certificado del RUP en donde deberán constar dichas condiciones. En 

consecuencia, las entidades estatales en los procesos de contratación no podrán exigir, ni los proponentes aportar documentación que deba 

utilizarse para efectuar la inscripción en el registro.

“ No obstante lo anterior, sólo en aquellos casos en que por las características del objeto a contratar se requiera la verificación de 

requisitos del proponente adicionales a los contenidos en el Registro, la entidad podrá hacer tal verificación en forma directa.

[…]”.

3  Consejo de Estado. Sección Tercera. Subsección A. Sentencia del 12 de febrero de 2014.  Exp . 31.753. C.P. Mauricio Fajardo 

Gómez:  “ El certificado del Registro Único de Proponentes se erigió como  “ plena prueba ”  de las circunstancias sometidas al mismo, además de 

que se estableció que en el procedimiento de contratación no se pueden solicitar de nuevo los mismos documentos verificados por las Cámaras 

de Comercio según se observa de la disposición contenida en el artículo 5º de la Ley 1150”.

3 Ley 1150 de 2007: “Artículo 6.  De la verificación de las condiciones de los proponentes. 

[...] 

“No se requerirá de este registro, ni de calificación ni de clasificación, en los casos de contratación directa; contratos para la prestación de 

servicios de salud; contratos cuyo valor no supere el diez por ciento (10%) de la menor cuantía de la respectiva entidad; enajenación de 

bienes del Estado; contratos que tengan por objeto la adquisición de productos de origen o destinación agropecuaria que se ofrezcan en 

bolsas de productos legalmente constituidas; los actos y contratos que tengan por
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incluso como obligaciones contractuales a cargo del contratista y a verificar por el 

supervisor o interventor del contrato, pero en todo caso, se recomienda no disponer dicho 

requisito a título de habilitante, dado que con él no se relaciona o acredita ningún criterio de 

capacidad del proponente para ejecutar el contrato.

Como conclusión de lo anterior, puede decirse que aunque la Ley 1150 de 2007 

estableció unos requisitos habilitantes para los proponentes: la capacidad jurídica, las 

condiciones de experiencia, la capacidad financiera y la capacidad de organización, lo cierto 

es que los mismos no son taxativos; que los requisitos habilitantes deben ser establecidos 

por la entidad en cada proceso contractual, debidamente justificados y de acuerdo con los 

parámetros fijados en el Decreto 1082 de 2015; y que una vez establecidos los requisitos 

habilitantes, quienes presenten ofertas deben acreditar que cumplen con ellos, so pena de 

que sus propuestas sean rechazadas. Esto sin perjuicio de la posibilidad de subsanarlas, 

cuando a ello haya lugar.

Atentamente, 
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